El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA DECISIÓN JUDICIAL / REQUISITOS GENERALES Y ESPECÍFICOS DE PROCEDIBILIDAD / DEFECTO FÁCTICO / POR DEFICIENCIAS EN LA VALORACIÓN PROBATORIA / DIMENSIÓN POSITIVA Y NEGATIVA.
La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. (…)
En relación con los requisitos específicos y teniendo en cuenta que los reproches de la parte actora se refieren a la incorrecta valoración probatoria, es deber analizar si el juzgado accionado incurrió en defecto fáctico. Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“El defecto fáctico se produce cuando el juez toma una decisión sin que se encuentren plenamente comprobados los hechos que legalmente la determinan, como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas, la valoración irrazonable o contra evidente de los medios probatorios, o la suposición de pruebas.

“Este defecto puede darse tanto en una dimensión positiva, que comprende los supuestos de valoración contra evidente o irrazonable de las pruebas y la fundamentación de una decisión en pruebas ineptas para ello, como en una dimensión negativa, relacionada con la omisión en la valoración de una prueba determinante o en el decreto de pruebas de carácter esencial”. (…)
Se concluye… que la juez accionada adoptó la decisión de revocar la sentencia de primer grado con fundamento en una interpretación de las pruebas referidas, que en ningún momento se puede tachar de caprichosa, es decir, que obedezca a su mera voluntad y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho, sin que por lo tanto se vislumbre situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional. (…)
Modificar la providencia porque el aquí demandante está en desacuerdo con ella, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de conformidad con el artículo 228 de la Constitución Nacional.
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Acta No. 003 del 15 de enero de 2020
Expediente No. 66001-22-13-000-2019-00721-00

Se decide en primera instancia la acción de tutela de la referencia, instaurada por el señor Álvaro Hernando Ríos Aguirre contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Juzgado Octavo Civil Municipal de esta ciudad, la EPS Salud Total, la Cooperativa de Trabajo Asociado Talentum, la Aseguradora Allianz Seguros S.A. y la médica Paula Andrea Moreno Arias.
A N T E C E D E N T E S

1. Relató el accionante los hechos que admiten el siguiente resumen:
1.1 El señor Jorge Rodrigo Ríos Aguirre, quien estaba afiliado a la EPS Salud Total, ingresó a urgencias de la Clínica Los Rosales el 13 de febrero de 2013, a las 4:26 a.m.
1.2 Se consignó como motivo de consulta “dolor en el pecho” y como enfermedad actual la de disconfort torácico, disnea y sensación de parestesias en miembro inferior derecho, dolor y sensación de opresión en epigastrio.

1.3 Según las notas de enfermería, a las 6:08 a.m. el paciente tenía sensación de adormecimiento en su pierna izquierda y dolor al flexionar la derecha; a las 10:40 a.m. se realizó valoración por profesional de la salud quien decidió dar el alta médica, pues el paciente se encontraba estable, en buen estado general, sin dolor y consiente, además salió por sus propios medios y a las 10:45 a.m., teniendo en cuenta el reporte de CHY VSG, se requiere al citado señor, quien se encontraba “esperando el ascensor” para ser revalorado. 
1.4 Según el informe de evoluciones a las 13:05 horas el paciente, que estaba en ambulatorio a la espera de ser valorado por medicina interna, fue hallado en el suelo del baño sin signos vitales y sin evidencia de lesiones traumáticas en cabeza o tórax.

1.5 De acuerdo con lo determinado por el perito médico especialista en cardiología y medicina interna “la conducta inicial debió haber sido la hospitalización en la unidad de cuidado intensivo, coronario etc. Y no darle salida por ninguna circunstancia”.
1.6 En el servicio de urgencias de Salud Total no se siguieron los protocolos médicos establecidos para ese tipo de pacientes, ni se acertó con el diagnóstico de la gravedad de la dolencia, pues el citado señor permaneció en sala de urgencias por dispepsia, fue dado de alta y luego reingresado, para finalmente ser encontrado muerto, sin haber sido valorado por médico especialista alguno, a pesar de que habían transcurrido más de nueve horas desde su ingreso. 
1.7 El juzgado de segunda instancia aceptó la falta de aplicación de esos protocolos, pero inadmitió la relación de causalidad entre esa situación y el deceso del paciente “según cadena de razonamiento que no tiene en cuenta la importancia capital que sí tiene el manejo de la variable tiempo entratándose del diagnóstico y tratamiento de un paciente grave que pertenece a la tercera edad”.
2. Considera lesionado el derecho al debido proceso y para su protección solicita se revoque la sentencia de segunda instancia y se confirme la proferida por el Juzgado Octavo Civil Municipal. 
A C T U A C I Ó N  P R O C E S A L

1. Mediante proveído del 9 de diciembre último se admitió la acción y se ordenó vincular al Juzgado Octavo Civil Municipal de esta ciudad, a la a la EPS Salud Total, a la Cooperativa de Trabajo Asociado Talentum, a la Aseguradora Allianz Seguros S.A. y a la médica Paula Andrea Moreno Arias; la primera en calidad de demandada y las otras como llamadas en garantía en el proceso en que encuentra el actor lesionados sus derechos.
2. En el curso de esta instancia se produjeron los siguientes pronunciamientos:

2.1 La funcionaria accionada manifestó que de acuerdo con el análisis de las pruebas aportadas, se evidenció la inexistencia del nexo causal; al paciente se le practicaron valoraciones, exámenes de laboratorio y ecocardiogramas, entre otros exámenes a fin de establecer su diagnóstico, sin que allí se observara el incumplimiento de los protocolos médicos. De igual forma, aunque se acreditó que el paciente falleció en la unidad de urgencias de Salud Total, se dejó de incorporar prueba sobre la causa del deceso y aunque la condición de salud del paciente ameritaba la práctica de otras valoraciones, no es cierto que este hiciera parte de la tercera edad, tampoco que se hubieren demostrado todos los elementos de la responsabilidad médica. Agregó que en el trámite se surtieron todas las etapas procesales, se garantizó el derecho a la defensa de las partes, se evacuaron las pruebas, se dio la oportunidad de controvertirlas y fueron valoradas de forma racional y se profirió la sentencia, la cual no luce caprichosa o arbitraria.
2.2 El Juez Octavo Civil Municipal informó que tramitó el proceso ordinario de responsabilidad médica iniciado por el actor contra la EPS Salud Total el cual culminó con sentencia del 27 de noviembre de 2018. Esta providencia fue apelada y a la fecha el expediente no ha sido devuelto por la segunda instancia. Finalmente dijo que el despacho a su cargo procedió de conformidad con la ley y los mandatos constitucionales. 
2.3 La médica Paula Andrea Moreno Arias indicó que ella efectivamente fue vinculada al proceso objeto del amparo como llamada en garantía de la Cooperativa de Trabajo Asociada Talentum. Frente a ese llamado su apoderada oportunamente formuló la excepción previa de cláusula compromisoria del contrato suscrito con esa entidad, que constituía el sustento de su vinculación. Mediante auto del 6 de septiembre de 2017 el Juzgado Octavo Civil Municipal de Pereira, declaró fundado ese medio exceptivo y ordenó “el archivo de la actuación seguida en mi contra”, es decir que desde esa fecha fue desvinculada de ese asunto.
2.4 Quien dijo ser apoderado de Salud Total EPS se pronunció, pero dejó de aportar los documentos que acreditaran esa calidad y por ende sus argumentos no serán apreciados.

3. Los demás vinculados guardaron silencio.
C O N S I D E R A C I O N E S 

1. El fin de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todas las personas por el artículo 86 de la Constitución Política, ante su vulneración o amenaza generada por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos previstos por el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

2. Corresponde a esta Sala determinar si procede la acción de tutela contra la decisión del juzgado accionado, por medio de la cual revocó la sentencia de primera instancia, proferida en el proceso de responsabilidad médica que instauró el actor contra Salud Total EPS. De serlo, se establecerá si aquella providencia lesionó el derecho al debido proceso que se invoca en la demanda.  
3. La Corte Constitucional en sentencia C-543 de 1992 declaró inconstitucional el artículo 40 del Decreto 2591 de 1991 que autorizaba la tutela contra providencias judiciales. A pesar de ello, enseñó inicialmente que el amparo resultaba procedente cuando se incurría en vía de hecho, concepto que ha desarrollado a lo largo de su jurisprudencia hasta sintetizar los requisitos generales y las causales específicas de procedencia de la solicitud de amparo frente a esa clase de decisiones. 

Así entonces ha enlistado como condiciones generales de procedencia, que deben ser examinadas antes de pasar al análisis de las causales específicas, las siguientes:
“(i) Que la cuestión que se discuta tenga una evidente relevancia constitucional; (…) (ii) Que se hayan agotado todos los medios de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable;(…) (iii) Que se cumpla con el requisito de la inmediatez;(…) (iv) Que, tratándose de una irregularidad procesal, quede claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. (…) (v) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados, y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible;(…) y (vi) Que no se trate de sentencias de tutela (…)”
.
Superado ese primer análisis, la Corte ha identificado como causales específicas de procedencia de la acción, las siguientes:
“7.1.- Defecto orgánico: ocurre cuando el funcionario judicial que profirió la sentencia impugnada carece, en forma absoluta, de competencia. 7.2.- Defecto procedimental absoluto: surge cuando el juez actuó totalmente al margen del procedimiento previsto por la ley. 7.3.- Defecto fáctico: se presenta cuando la decisión impugnada carece del apoyo probatorio que permita aplicar la norma en que se sustenta la decisión, o cuando se desconocen pruebas que afectarían el sentido del fallo. 7.4.- Defecto material o sustantivo: tiene lugar cuando la decisión se toma con fundamento en normas inexistentes o inconstitucionales, cuando existe una contradicción evidente y grosera entre los fundamentos y la decisión, cuando se deja de aplicar una norma exigible para el caso o cuando se otorga a la norma jurídica un sentido que no tiene. 7.5.- El error inducido: acontece cuando la autoridad judicial fue objeto de engaños por parte de terceros, que la condujeron a adoptar una decisión que afecta derechos fundamentales. 7.6.- Decisión sin motivación: se presenta cuando la sentencia atacada carece de legitimación, debido a que el servidor judicial incumplió su obligación de dar cuenta de los fundamentos fácticos y jurídicos que la soportan. 7.7.- Desconocimiento del precedente: se configura cuando por vía judicial se ha fijado un alcance sobre determinado tema, y el funcionario judicial, desconoce la regla jurisprudencial establecida. En estos eventos, la acción de tutela busca garantizar la eficacia jurídica del derecho fundamental a la igualdad. 7.8.- Violación directa de la Constitución que se deriva del principio de supremacía de la Constitución, el cual reconoce a la Carta Política como un supuesto plenamente vinculante y con fuerza normativa”
.

4. Las pruebas incorporadas al expediente, acreditan los siguientes hechos: 
4.1 El señor Álvaro Hernando Ríos Aguirre formuló demanda contra la EPS Salud Total para obtener se le declarara patrimonialmente responsable de los daños sufridos por el fallecimiento de su hermano Jorge Rodrigo Ríos Aguirre ocurrido por falla médica y se le condenara al pago de perjuicios morales. 
Como sustento de esas súplicas se indicó que: a) el 13 de febrero de 2013 su hermano ingresó a urgencias de la Clínica Los Rosales; b) según su historia clínica, el citado señor presentaba dolor en el pecho, disnea, sensación de adormecimiento en miembros inferiores, dolor al flexionar la pierna derecha, dolor y sensación de opresión en epigastrio; c) se decidió dar el alta médica. Sin embargo, luego de obtenido el reporte de CHY VSG, se llamó al paciente quien se encontraba “esperando el ascensor” para ser revalorado y d) a las 16:37 de ese mismo día, cuando se encontraba a la espera de ser valorado por medicina interna, fue hallado en el suelo del baño sin signos vitales y sin evidencia de lesiones traumáticas en cabeza o tórax
.
4.2 Salud Total EPS contestó la demanda, y propuso las excepciones de “ausencia de actividad probatoria de la parte actora”, “cumplimiento de las obligaciones por parte de Salud Total”, “ausencia de responsabilidad por parte de Salud Total”, “inexistencia de nexo causal”, “excesiva tasación de perjuicios” y “genérica”; para sustentarlas expresó que esa entidad prestó la atención médica necesaria para tratar la sintomatología del paciente, además se desconoce la causa de la muerte del citado señor y por lo mismo esta no puede ser imputable a la EPS
.

4.3 En audiencia celebrada el 15 de febrero de 2017, entre otras cosas, se accedió al desistimiento del llamado en garantía de la Cooperativa de Trabajo Asociado Talentum, se surtió el interrogatorio de las partes y se decretaron pruebas testimoniales y la pericial
.

4.4 Por auto del 11 de abril de 2018 se designó al perito de la lista remitida por la Universidad Tecnológica de Pereira a quien se le asignó la labor de dictaminar, con base en la historia clínica, si en este caso se realizó un adecuado diagnóstico y tratamiento de conformidad con el protocolo existente para la atención del paciente
. 
4.5 El 9 de mayo de 2018 el perito rindió dictamen en el que determinó: a) al parecer el motivo de la consulta fue un dolor en el pecho con irradiación a los miembros inferiores; b) todos los pacientes de 65 años, historial de tabaquismo y que presentan dolor en el pecho deben ser hospitalizados en cuidados intensivos o en unidad de cuidado coronario y no se les debe dar el alta médica bajo ninguna circunstancia; c) la variedad de diagnósticos es muy amplia y puede ir desde un síndrome coronario agudo hasta una disección de la aorta y d) no es posible determinar la causa del fallecimiento
.

4.6 En audiencia del 6 de septiembre de 2018 el citado perito rindió declaración de la cual se extrae: a) en la historia clínica no había ningún examen que permitiera establecer la causa de la muerte del paciente, aunque considera que muy probablemente haya obedecido a un infarto al miocardio; b) cualquier paciente mayor de 65 años, con antecedentes de factores de riesgo, como el tabaquismo, la hipertensión y que ingrese al servicio de urgencias o a cualquier servicio médico con dolor en el pecho, debe ser hospitalizado inmediatamente en unidad de cuidados intensivos o coronarios, o en su defecto una unidad de cuidados intermedios, en razón a que la primera posibilidad es que tenga un diagnóstico de infarto; c) de haber sido diagnosticado adecuadamente el paciente y atendido por especialistas, pudo haber sido sometido a procedimientos que muy probablemente le habrían salvado la vida; d) aunque existían otros diagnósticos, lo primordial era atender la posible enfermedad coronaria y e) al ser preguntado sobre el resultado normal del electrocardiograma, señaló que el médico tratante no puede dar plena credibilidad a la lectura que se haga de ese examen en la historia clínica, pues ese tipo de valoración es compleja y en principio, los médicos generales no están entrenados para leer todos los electrocardiogramas y concluyó que un examen de ese tipo, cuya lectura sea normal, no descarta la existencia de un infarto
.
4.7 Mediante sentencia del 23 de noviembre de 2018, el Juez Octavo Civil Municipal de Pereira decidió: a) declarar civilmente responsable a Salud Total por el fallecimiento del señor Jorge Rodrigo Ríos Aguirre; condenarla a pagar por concepto de perjuicios morales, la suma de $30.000.000 y las costas del proceso; b) declarar imprósperas las excepciones formuladas, salvo la relativa al “cobro excesivo de perjuicios morales” y c) declarar que Allianz Seguros S.A. está llamada a reembolsar las sumas que Salud Total EPS deba cancelar, hasta el límite asegurado y teniendo en cuenta el deducible.

Para resolver de esa manera consideró que en este caso se cumplen los presupuestos de la responsabilidad civil pues el daño está acreditado en la historia clínica en la que se consignó el fallecimiento del paciente, mientras que la culpa y el nexo causal se acreditaron con la prueba pericial practicada que determinó que por los antecedentes médicos del occiso, debía recibir un tratamiento especializado que incluía hospitalización en una unidad de cuidado intensivo o en su defecto una unidad de cuidado coronario, y no se le podía dar de alta bajo ninguna circunstancia. Ese perito agregó que a pesar de la imposibilidad de determinar la causa de la muerte, lo más probable es que por los antecedentes del paciente se pudo tratar de un infarto de miocardio y que si el citado señor hubiera tenido una atención médica oportuna y eficaz había tenido una más amplia probabilidad de vida. Por tanto, ese despacho concluyó que la EPS incumplió su obligación de adoptar las medidas de salud que requería el caso
. 

4.8 Frente a la anterior decisión, el apoderado de Salud Total EPS  interpuso recurso de apelación. Para sustentarlo alegó: a) el juzgador de primera instancia se limitó a analizar parcialmente los síntomas consignados en la historia clínica del paciente pues existieron otros que impidieron la identificación efectiva del diagnóstico, máxime cuando sus signos vitales eran normales, pues no presentaba taquicardia, ni tenia dificultad respiratoria y la presión arterial se encontraba controlada; b) el perito realizó su dictamen con base en análisis hipotéticos y sin sustento señaló que lectura del electrocardiograma fue errónea y c) en la decisión impugnada tampoco se tuvo en cuenta la manifestación del perito respecto del desconocimiento de las causas del fallecimiento, circunstancia que hace imposible demostrar el nexo de causalidad entre ese hecho y la actuación médica brindada
.
4.9 La apoderada de Allianz Seguros S.A., llamada en garantía, formuló también recurso de apelación contra el citado fallo, pero se declaró desierto por falta de sustentación en segunda instancia
.

4.10 Por sentencia del 19 de noviembre de 2019 se revocó la providencia apelada.

Para decidir así, la funcionaria accionada estimó que aunque el perito médico advirtió sobre la necesidad de que en casos como el presente, en el que el paciente supera los 60 años de edad, padece hipertensión y tiene condición de fumador, se practiquen diversos exámenes, entre ellos sucesivos electrocardiogramas, y se hospitalice en cuidados intensivos o intermedios, según la historia clínica, el paciente ingresó a urgencias por baja complejidad y se le practicaron algunos exámenes entre ellos un electrocardiograma que conforme a la lectura consignada en la historia clínica resultó normal, es decir que recibió la atención adecuada para descartar una enfermedad cardiaca, “a tal punto que al advertírsele incrementarse los glóbulos blancos se dispuso que el paciente debía esperar valoración con médico internista, solo que ello no se dio, por cuanto aquel falleció.” Por tanto, no se lograron demostrar los elementos de la responsabilidad médica, pues si bien se produjo un daño, con el fallecimiento del pariente del actor, se dejó de acreditar que ese hecho haya provenido de la conducta antijurídica de la parte demandada, toda vez que no se advirtió culpa o dolo en las atenciones médicas brindadas. Tampoco se demostró el nexo causal toda vez que si bien se omitió cumplir la totalidad el protocolo médico indicado para un paciente como el señor Jorge Rodrigo Ríos Aguirre “también lo es que no se logró probar la causa del fallecimiento, rompiéndose de esa manera el nexo causal entre el daño y el hecho generador del daño…” máxime que aunque se planteó la posibilidad de practicar una necropsia, a ello no se procedió.

5. En este caso se encuentran satisfechos los requisitos generales de procedencia de la acción de tutela que atrás se mencionaron, pues la cuestión planteada tiene relevancia constitucional en cuanto involucra el derecho al debido proceso; la decisión reprochada no admite recursos ordinarios, al tratarse de una sentencia de segunda instancia, ni el extraordinario de casación porque fue proferida en un proceso de menor cuantía, de conformidad con los artículos 334 y 338 del Código General del Proceso; el amparo se solicitó de manera oportuna; las irregularidades alegadas tienen directa incidencia en la decisión atacada; se identificaron los hechos generadores de la vulneración y no se controvierte una sentencia dictada en proceso de tutela.

6. En relación con los requisitos específicos y teniendo en cuenta que los reproches de la parte actora se refieren a la incorrecta valoración probatoria, es deber analizar si el juzgado accionado incurrió en defecto fáctico. Al respecto ha dicho la Corte Constitucional:

“44. El defecto fáctico se produce cuando el juez toma una decisión sin que se encuentren plenamente comprobados los hechos que legalmente la determinan, como consecuencia de una omisión en el decreto o valoración de las pruebas, la valoración irrazonable o contra evidente de los medios probatorios, o la suposición de pruebas.

Este defecto puede darse tanto en una dimensión positiva, que comprende los supuestos de valoración contra evidente o irrazonable de las pruebas y la fundamentación de una decisión en pruebas ineptas para ello, como en una dimensión negativa, relacionada con la omisión en la valoración de una prueba determinante o en el decreto de pruebas de carácter esencial.
45. La intervención del juez constitucional en el escenario de la valoración de las pruebas es excepcional. En ese sentido, la Corte Constitucional ha explicado que en la valoración de las pruebas la independencia del juez alcanza su máxima expresión, como observancia de los principios de autonomía judicial, juez natural e inmediación, que impiden al juez constitucional realizar un nuevo examen del material probatorio como si se tratara de una instancia judicial adicional (Al respecto, ver la sentencia T-055 de 1997). (…)
46. Ahora bien, el respeto por las decisiones del juez natural se asegura mediante las reglas especiales de análisis que la Corte ha desarrollado cuando se trata de constatar la existencia de un defecto fáctico, como causal de procedencia de la acción.

47.1. En primer lugar, y como ocurre con cualquiera de las causales de procedencia de la acción, debe indagar si el defecto alegado tiene incidencia en el respeto, vigencia y eficacia de los derechos fundamentales. De no ser así, la posibilidad de controlar errores fácticos debe mantenerse en el marco de los recursos de la legalidad, y no en el ámbito de la acción de tutela, cuyo sentido y razón de ser es la defensa de los derechos superiores de la Constitución Política.
47.2. En segundo término, las diferencias de valoración en la apreciación de las pruebas no constituyen defecto fáctico…

47.3. En tercer término, para que la tutela resulte procedente por la configuración de un defecto fáctico, “el error en el juicio valorativo de la prueba debe ser de tal entidad que sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto”
…
48. En resumen, el defecto fáctico es tal vez la causal más restringida de procedencia de la tutela contra providencia judicial. La independencia y autonomía de los jueces cobran especial intensidad en el ámbito de la valoración de las pruebas; el principio de inmediación sugiere que el juez natural está en mejores condiciones que el constitucional para apreciar adecuadamente el material probatorio por su interacción directa con el mismo; el amplio alcance de los derechos de defensa y contradicción dentro de los procesos ordinarios, en fin, imponen al juez de tutela una actitud de respeto y deferencia por las opciones valorativas que asumen los jueces en ejercicio de sus competencias funcionales regulares.”

De acuerdo con esa jurisprudencia, el defecto fáctico se produce por omisión cuando sin razón justificada el juez se niega a dar por probado un hecho que aparece claramente demostrado en el proceso, o por acción, cuando a pesar de que las pruebas reposan en el proceso, las interpreta de manera errada o las valora no obstante ser ilegales o indebidamente practicadas o recaudadas.

De otro lado, en virtud del principio de la autonomía e independencia judicial consagrado por el artículo 228 de la Constitución Nacional, el juez goza de un amplio margen de discrecionalidad en la apreciación de las pruebas. Sin embargo esa facultad no puede confundirse con arbitrariedad, porque encuentra límites en la misma carta fundamental y en las normas de procedimiento que consagran pautas obligatorias al valorarlas.

Pero para la prosperidad de la acción de tutela por defecto fáctico contra una providencia en firme, se requiere que el error en la apreciación probatoria, “sea ostensible, flagrante y manifiesto, y el mismo debe tener una incidencia directa en la decisión, pues el juez de tutela no puede convertirse en una instancia revisora de la actividad de evaluación probatoria del juez que ordinariamente conoce de un asunto, según las reglas generales de competencia”
.

7. De acuerdo con las pruebas recogidas en el plenario, la funcionaria accionada, en la sentencia proferida, para revocar la de primera instancia que había accedido a las pretensiones de la demanda, analizó la historia clínica del paciente y el dictamen rendido por perito médico, luego de lo cual concluyó que “… en este trámite no se lograron demostrar los elementos axiológicos de la responsabilidad médica, pues si bien se produjo un daño, no se demostró que el mismo haya provenido de la conducta antijurídica de la parte demandada toda vez que no se advirtió culpa o dolo en las atenciones médicas brindadas al paciente, tampoco se demostró el nexo causal…”.  Es decir, halló ausentes los elementos culpa y nexo causal.
7.1 Sobre la culpa, la doctrina y jurisprudencia vigentes, en el campo de la responsabilidad civil por el acto médico, han enseñado que puede producir responsabilidad para el profesional o la entidad que lo ejecuta y por ende, la obligación de indemnizar el daño que se llegue a causar al paciente, de incurrirse en fallas al emitir un diagnóstico o al ejecutar un determinado tratamiento, porque esa especie de responsabilidad, ya sea contractual o extracontractual, se rige  por el criterio de la culpa probada por tratarse de una obligación de medio, salvo cuando se asume de manera expresa la de obtener un determinado resultado que no se logra.

Al respecto dijo la Sala de Casación Civil de la CSJ, en sentencia  174 de 13 de septiembre de 2002, expediente 6199, reiterada en la SC7110-2017, del 24 de mayo de 2017, con ponencia del Dr. Luis Armando Tolosa Villabona, en proceso con radicación 05001-31-03-012-2006-00234-01: 

“Como tiene explicado la Corte, “(…) [s]i, entonces, el médico asume, acorde con el contrato de prestación de servicios celebrado, el deber jurídico de brindar al enfermo asistencia profesional tendiente a obtener su mejoría, y el resultado obtenido con su intervención es la agravación del estado de salud del paciente, que le causa un perjuicio específico, éste debe, con sujeción a ese acuerdo, demostrar, en línea de principio, el comportamiento culpable de aquél en cumplimiento de su obligación, bien sea por incurrir en error de diagnóstico o, en su caso, de tratamiento, lo mismo que probar la adecuada relación causal entre dicha culpa y el daño por él padecido, si es que pretende tener éxito en la reclamación de la indemnización correspondiente, cualquiera que sea el criterio que se tenga sobre la naturaleza jurídica de ese contrato, salvo el caso excepcional de la presunción de culpa que, con estricto apego al contenido del contrato, pueda darse, como sucede por ejemplo con la obligación profesional catalogable como de resultado”.

Constituye deber para el médico actuar con diligencia y cuidado en la atención profesional que preste al paciente, con el fin de obtener su curación o mejoría, pero como por regla general su obligación es de medio, no de resultado, en caso de no obtener el que se espera, solo se le puede atribuir responsabilidad en la medida en que se demuestre que incurrió en culpa por haber desatendido esos deberes.

7.2 En relación con la forma de acreditar el nexo causal, dijo la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia No. 6878 de 26 de septiembre de 2002, reiterada en otra del 13 de junio de 2014, con ponencia del Dr. Fernando Giraldo Gutiérrez, en expediente con radicación00800131030092007-00103-01:

 “La verificación del nexo causal  no ha sido nunca tarea fácil en derecho, como no lo puede ser si se tiene en cuenta que aún en el ámbito de la epistemología ha sido un tema de continuo desarrollo y revisión alrededor del cual se ha generado un debate de dimensiones propias: el problema de la causalidad […] Para establecer ese nexo de causalidad es preciso acudir a las máximas de la experiencia, a los juicios de probabilidad y al buen sentido de la razonabilidad, pues solo éstos permiten aislar, a partir de una serie de regularidades previas, el hecho con relevancia jurídica que pueda ser considerado como la causa del daño generador de responsabilidad civil. Sin embargo –ha sostenido esta Corte– ‘cuando de asuntos técnicos se trata, no es el sentido común o las reglas de la vida los criterios que exclusivamente deben orientar la labor de búsqueda de la causa jurídica adecuada, dado que no proporcionan elementos de juicio en vista del conocimiento especial que se necesita, por lo que a no dudarlo cobra especial importancia la dilucidación técnica que brinde al proceso esos elementos propios de la ciencia –no conocidos por el común de las personas y de suyo sólo familiar en menor o mayor medida a aquéllos que la practican– y que a fin de cuentas dan, con carácter general las pautas que ha de tener en cuenta el juez para atribuir a un antecedente la categoría jurídica de causa. En otras palabras, un dictamen pericial, un documento técnico científico o un testimonio de la misma índole, entre otras pruebas, podrán ilustrar al juez sobre las reglas técnicas que la ciencia de que se trate tenga decantadas en relación con la causa probable o cierta de la producción del daño que se investiga. Así, con base en la información suministrada, podrá el juez, ahora sí aplicando las reglas de la experiencia común y las propias de la ciencia, dilucidar con mayor margen de certeza si uno o varios antecedentes son causas o, como decían los escolásticos, meras condiciones que coadyuvan pero no ocasionan…’ 
8. En este caso, como ya se expresara, consideró el juzgado accionado que ni la historia clínica ni el dictamen pericial practicado en el plenario, demostraban los elementos de culpa y nexo causal. Sobre el primero, textualmente dijo: 

“En los hechos de la demanda se anuncia que hubo un ostensible y protuberante falla en el servicio médico, sin que concretamente se indique en consiste la misma, pues como ya se anunció se hizo evidente que al paciente se le atendió en el servicio de urgencias, le fue ordenado un electrocardiograma dado el dolor que refería, un cuadro hemático y otros exámenes de laboratorio, para finalmente considerar el personal médico luego de los resultados de las pruebas médicas, que era necesario que recibiera atención por un especialista en medicina interna dado que los leucocitos estaban elevados.

Puede decirse inicialmente recibió atención médica oportuna, respecto a los exámenes médicos practicados al paciente, señaló el perito que el cuadro hemático y la velocidad de la sedimentación globular, ni confirma ni descarta el diagnostico de infarto de miocardio, pero puede ayudar en algo, por cuanto el infarto, puede elevar los glóbulos blancos y aumentar la velocidad de sedimentación globular; pero no dice si hay o no hay infarto ayuda en algo, señala el profesional.

Lo anterior indica que al paciente se le estaban realizando exámenes adecuados a su sintomatología, a tal punto que al advertírsele incrementarse los glóbulos blancos se dispuso que el paciente debía esperar valoración con médico internista, solo que ello no se dio, por cuanto aquel falleció.

Sin que surja de la historia clínica ni de otra prueba existente en la actuación, tardanza en la prestación del servicio, menos puede afirmarse que el hecho de que se le hubiere brindado esa atención por internista especializado, se le hubiera garantizado un desenlace diferente, no resultó ser cierto lo afirmado por el perito cuando dice que el paciente permaneció más de 24 horas hospitalizado sin practicársele los exámenes, que él considera que debieron realizárselos, pues lo cierto es que aquel ingreso a las 4:26 de la mañana del día 13 de febrero de 2013 y durante la mañana recibió atención inicial, luego de realizársele el triage calificado en dos (2), luego de lo cual fue valorado por la doctora Carolina Naval Galvis a las 4:52 de la mañana, a las 6:06 de la mañana se consulta para verificar la evolución del paciente situación que se repite a las 7:42 de la mañana por parte de la doctora Paula Andrea Moreno Arias y nuevamente a las 10:09 de la mañana y finalmente a las 11:21 de la mañana es valorado por la misma profesional de la medicina, según se evidencia en el folio 34 del expediente quien dispone en dejarlo en sillas negras para ser valorado en ronda.

Ahora bien si analizáramos la existencia o no de un diagnóstico acertado como también se anuncia en la demanda, al respecto podía indicarse que las atenciones en salud que se le estaban brindando al paciente, tenían como finalidad diagnosticarlo acertadamente, toda vez que según la lectura realizada al electro y el cuadro hemático frente a la sintomatología que presentaba no se evidenció sospecha de alguna patología relacionada con enfermedades cardiacas, cabe resaltar que frente a una pregunta formulada por el apoderado judicial de la E.P.S demandada al perito, este señaló que la sintomatología presentada por el paciente podría ser causada por un cuadro de estrés, el señor Jorge Rodrigo Ríos Aguirre fallece en las instalaciones de la unidad básica de urgencias de Salud Total E.P.S S.A…”
El juzgado dedujo que en la historia clínica no puede hallarse la prueba de la culpa endilgada a la entidad demandada y considera la Sala que ese es criterio respetable porque de tal documento no resulta posible inferir  que fue por negligencia, descuido o error, que se produjo el daño, en razón a que solo evidencia la atención médica brindada al paciente desde su ingreso al servicio de urgencias hasta cuando se produjo su fallecimiento,  y aunque es un medio probatorio idóneo para establecer los hechos en que se fundamentaron las pretensiones de la demanda, de su contenido no puede deducirse con certeza que se configuró el elemento de que se trata, sin otras pruebas de carácter científico que confirmen su existencia, en razón a que el juez carece de conocimientos relacionados con la ciencia de la medicina, que le permitan emitir conclusión diferente. 
En relación con esa clase de documentos, como medios probatorios, para demostrar la responsabilidad,  dijo la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia, sentencia SC003-0218 del 12 de enero de 2018, MP. Dr. Luis Armando Tolosa Villabona.

“… la historia clínica, en sí misma, no revela los errores médicos imputados a los demandados. Esto, desde luego, no significa la postulación de una tarifa probatoria en materia de responsabilidad médica o de cualquier otra disciplina objeto de juzgamiento. Tratándose de asuntos médicos, cuyos conocimientos son especializados, se requiere esencialmente que las pruebas de esa modalidad demuestren la mala praxis.

Existiendo en la materia libertad probatoria, al ser el juez ajeno al conocimiento médico, la Corte tiene sentado que “(…) un dictamen pericial, un documento técnico científico o un testimonio de la misma índole, entre otras pruebas, podrán  ilustrar (…) sobre las reglas (…) que la ciencia de que se trate tenga decantadas en relación con la causa probable o cierta de la producción del daño que se investiga (…)” (CSJ. Civil. Sentencia 183 de 26 de septiembre de 2002, expediente 6878).

Las historias clínicas y las fórmulas médicas, por lo tanto, en línea de principio, por sí, se insiste, no serían bastantes para dejar sentado con certeza los elementos de la responsabilidad de que se trata, porque sin la ayuda de otros medios de convicción que las interpretara,  andaría el juez a tientas en orden a determinar, según se explicó en el mismo antecedente inmediatamente citado, “(…) si lo que se estaba haciendo en la clínica era o no un tratamiento adecuado y pertinente según las reglas del arte (…)”…”

Y aunque se incorporó al proceso un dictamen pericial, tampoco esa prueba da cuenta de alguno de los elementos de la responsabilidad civil que echó de menos el juzgado, concretamente sobre la culpa de la entidad demandada y el nexo causal entre ella y la muerte del señor Jorge Rodrigo Ríos Aguirre, pues concluyó el experto que resultaba imposible demostrar ese último presupuesto por la falta de paraclínicos y aunque también dijo que ha debido ser hospitalizado en una unidad de cuidado intensivo, sin darle salida por algún motivo, de tal prueba tampoco resulta posible inferir con seguridad que de haberse internado al paciente en la forma como lo indica el perito, la muerte no se hubiese producido.
Es claro entonces que tal documento no demuestra el origen del fallecimiento del señor Ríos Aguirre, pues lo que concluye el experto es que no es posible hacerlo.
Tampoco puede hallarse la causa del daño en la declaración rendida por el experto en audiencia celebrada el 6 de septiembre de 2018, pues de sus exposiciones, atrás resumidas, surge evidente que insistió en la imposibilidad de determinarla con la historia clínica, y se la adjudica posiblemente a un infarto; también considera que el daño, también de manera probable, se hubiese evitado con un buen diagnóstico y de haber sido hospitalizado el paciente en la unidad de cuidados intensivos o intermedios. 

De esa manera las cosas, la prueba de que se trata tampoco demostraba la configuración de los presupuestos de  responsabilidad que echó de menos el juzgado accionado, pues se sustentó en meras probabilidades que resultan insuficientes para imponer una condena como la pretendida con la demanda que dio origen al proceso en el que considera el actor se lesionaron sus derechos fundamentales. 

9. Se concluye de lo expuesto, que la juez accionada adoptó la decisión de revocar la sentencia de primer grado con fundamento en una interpretación de las pruebas referidas, que en ningún momento se puede tachar de caprichosa, es decir, que obedezca a su mera voluntad y que por lo tanto se constituya en una vía de hecho, sin que por lo tanto se vislumbre situación excepcional en su análisis que justifique la intervención del juez constitucional, toda vez que la conclusión a que sobre el punto llegó no se torna antojadiza, ni contraria al ordenamiento constitucional.

Pretende el demandante replantear una situación que fue valorada y definida por la jurisdicción ordinaria, usando la acción de amparo como medio para obtener la modificación de la decisión que le resultó adversa, lo que resulta imposible en razón al carácter residual que la caracteriza y que no admite la discusión de asuntos que son propios de la competencia de jueces ordinarios.

Modificar la providencia porque el aquí demandante está en desacuerdo con ella, implicaría invadir la independencia del juez, la desconcentración y autonomía que caracterizan la administración de justicia, de conformidad con el artículo 228 de la Constitución Nacional. 

De acuerdo con lo expuesto, como en este caso no se ha configurado ninguna de las causales específicas que hagan procedente la tutela frente a decisiones judiciales, se negará el amparo solicitado.

En mérito de lo expuesto, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO: Se niega la acción de tutela propuesta por el señor Álvaro Hernando Ríos Aguirre contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, a la que fueron vinculados el Juzgado Octavo Civil Municipal de esta ciudad, la EPS Salud Total, la Cooperativa de Trabajo Asociado Talentum, la Aseguradora Allianz Seguros S.A. y la médica Paula Andrea Moreno Arias.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: De no ser impugnada esta decisión, envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase, 

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS




JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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